
 

Alianza por la Democracia 

Propuesta sobre Reforma a la Ley Electoral 15-19 

 
La Alianza por la Democracia, preocupada por la realización en el país de una reforma a 

las leyes electorales que abarque los problemas nodales que afectan el sistema político 

político-electoral con vistas a hacer más efectivos los postulados democráticos, presenta 

algunas cuestiones fundamentales que, en su opinión, deben ser tomadas en cuenta. 

 

GASTO DE CAMPAÑA Y CONTROL DEL GASTO 

 

El dinero tiene un peso decisivo en el sistema político electoral dominicano. Esto permite 

ejercer una influencia determinante en lo electoral hasta el punto de poder condicionar o 

influir en la elección de los representantes o autoridades. Aunque la Constitución y las 

leyes postulan la igualdad de los ciudadanos, en el ejercicio político esta realidad es 

desmentida por los hechos. 

 

Uno de los principales desafíos que enfrenta el país para contar con un sistema político 

electoral que permita el fortalecimiento efectivo de la democracia institucional se 

encuentra en el control y uso de los recursos en los sistemas partidario y político electoral. 

En los hechos, la mayor parte del dinero utilizado en estos sistemas no es contabilizado y 

escapa al control de las autoridades electorales. 

 

En la República Dominicana el que dispone de más dinero y, por ende, gasta más dinero, 

tiene infinitamente mayores posibilidades de hacer elegir sus candidatos en las justas 

electorales. Uno de los principales esfuerzos que deben ser realizados para fortalecer la 

institucionalidad democrática reside en el control de los recursos. Sin ello, el proceso 

democrático será siempre más formal que real. 

 

La ley no es lo suficientemente explícita en cuanto a la necesidad de establecer un control 

sobre el gasto y los vacíos de la ley son utilizados para obviar esta necesidad. El control 

de los gastos partidarios y de campaña tiende a ser interpretado en sentido estricto, lo que 

permite dejar fuera de éstos los realizados por movimientos, grupos o personas, 

supuestamente independientes, que son utilizados como mampara. 

 

A lo anterior se suma la falta de interés por desarrollar métodos y procedimientos de 

control de gastos a nivel reglamentario, lo que contribuye a dejar campo libre al uso 

ilimitado y discrecional de los recursos a disposición de los actores políticos. 

 

INEQUIDAD DEL SISTEMA 

 

En adición al enorme gasto que realizan determinados partidos -los más dotados en 

recursos, de cualquier fuente de que se trate- en detrimento de los demás, y a su falta de 

control, se agrega la inequidad misma del propio sistema, que opera para asegurar la 

reproducción de los partidos hegemónicos evitando la competencia y el surgimiento de 

nuevas fuerzas políticas. 

 

Ejemplo de ello es la injusta distribución de los fondos públicos destinados al 

financiamiento de los partidos los cuales son entregados, casi en su totalidad, a los 

partidos que más recursos tienen. El llamado sistema del 80/20, unido a otros aspectos 



 

validados por leyes electoral y de partidos, es una manera de mantener a raya la 

oportunidad de surgimiento de otras alternativas electorales. 

 

Este sistema de distribución de recursos se da dentro del marco del particular sistema de 

financiamiento de República Dominicana, caracterizado por el doble financiamiento 

público y privado, con altos topes de gastos y escasísimos controles para el 

financiamiento privado. 

 

De igual forma se comporta el sistema para la asignación de escaños a los partidos que 

compiten por una posición en el congreso nacional o en las alcaldías. El injusto Método 

D´Hondt usado actualmente deja fuera, en muchas ocasiones, la representación de fuerzas 

políticas que alcanzan significativas votaciones en sus determinadas demarcaciones 

electorales. 

 

Lo mismo sucede con la atribución del diputado nacional, cuyo propósito ha sido 

desvirtuado, perdiéndose el espíritu de la ley que lo instituyó, al serle adjudicados los 

escaños a los partidos que obtuvieron más diputaciones y no a las minorías. 
 

RÉGIMEN SIN CONSECUENCIAS 

 

En la actualidad no existe un régimen de consecuencias que permita disuadir a los que, 

con impunidad, violan las leyes de forma reiterada. El sistema está organizado para que 

aquel que compra votos, el que recibe dinero ilegal y lo usa con éxito para alcanzar una 

curul o el que inicia una campaña a destiempo, no tenga por qué preocuparse: no le pasará 

nada. 

 

DEMOCRACIA INTERNA 

 

La democracia interna de los partidos deja mucho que desear, los partidos pueden pasar 

décadas sin tener que renovar sus direcciones y sin realizar rendición de cuentas. Las 

bases cada vez están más al margen de las decisiones que toman las cúpulas. Las mujeres 

y la juventud encuentran poco espacio para la participación y expresión de sus intereses. 

 

ALGUNAS PROPUESTAS PARA LA REFORMA DE LA LEY ELECTORAL. 

 

Si se parte de las consideraciones anteriores, es evidente que el sistema político electoral 

dominicano precisa de importantes modificaciones que permitan una práctica 

democrática más efectiva. 
 

Dentro de los aspectos de la Ley Electoral que deben ser considerados están los 

siguientes: 

 

1. Distribución de recursos a los partidos políticos. 
El 50% de los recursos debe ser atribuido en función de los votos obtenidos y el 50% 

restante distribuidos en partes iguales entre todos los partidos y movimientos políticos. 

 

2. Propaganda y Publicidad Equitativa. Asignación de Franja en los medios de 

comunicación. 



 

Los topes no se deben establecer en función de exclusiva de los gastos sino en función de 

las publicaciones efectivas. El número de cuñas, spots y propaganda impresa deben tener 

un tope, aunque los partidos -o particulares- dispongan de dinero para multiplicarlas. 
 

3. Ampliación del porcentaje para alianzas. 

Proponemos que el porcentaje a ser reservado para alianzas sea ampliado a 30%. 

 

4. Cambiar el Método D´Hondt por el Cociente y Resto Mayor. 

El método de asignación de escaños sea en función del Cociente y Resto Mayor para una 

distribución más justa y democrática. 

 

5. Federación de Partidos. 
Inclusión de la figura de la Federación de Partidos, a fin de que dos o más organizaciones 

puedan concurrir en igualdad de condiciones para escoger sus candidatos y posterior 

participación en los comicios, como si fueran un mismo partido, pero manteniendo su 

independencia administrativa, jurídica y financiera. 

 

6. Mantenimiento de la personería jurídica por alianzas 

Si un partido acude a los comicios en alianza con otra organización, si se logra obtener 

posición electiva, ambas deben mantener la personería jurídica. 

 

7. Impugnaciones. 
El período de impugnaciones debe ser ampliado a 48 horas. Las impugnaciones deben 

poder hacerse además de en los Colegios Electorales, en las Juntas Municipales. 

 

8. Diputado Nacional. 

Se debe rescatar el sentido original que permitió el establecimiento de las diputaciones 

nacionales, a fin de que estos sean distribuidos entre los partidos que no obtuvieron 

representación congresual, sin importar que hayan ido aliados o no. 
 

9. Escrutinio Público. 

El escrutinio de los votos debe ser público. Que cualquier ciudadano que así lo desee 

pueda observar el conteo de los votos directamente, e incluso grabarlo, previo registro y 

dentro de los límites de espacio disponibles. 
 

10. Régimen de consecuencias. 

Propugnamos por todas las providencias necesarias para el establecimiento de un 

verdadero régimen de consecuencias. Las sanciones a la violación de la ley electoral 

deben ser precisas y aplicadas de manera efectiva. 
 

11. Paridad de género. 

Deben establecerse todas las medidas prácticas necesarias para garantizar la paridad de 

género, evitando cualquier disposición que pudiese prestarse a subterfugios para evitar su 

cumplimiento. 
 

12. Democracia interna. 
Las reformas deben garantizar la preservación y ampliación de la democracia interna de 

los partidos. 

 

Santo Domingo, D.N. 2 de marzo de 2022. 


